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Las reclamaciones de las familias pueden venir referidas bien al excesivo celo de los profesionales 
por supervisar su evolución, por la escasez o ineficacia de las ayudas que reciben, o bien por diferir 
de la valoración que se realiza de su situación.

A título de ejemplo citaremos la queja en la que el interesado se mostraba absolutamente 
disconforme con la actuación desarrollada por el ETF que venía interviniendo con su ex esposa y 
sus hijos, relatando que los informes que remitió al juzgado, eran favorables a su ex esposa y que 
condicionaron su decisión sobre el régimen de guarda y custodia. Su expectativa al presentar queja 
al Defensor era que desde esta institución se corrigiese la valoración realizada por los profesionales 
del Punto de Encuentro Familiar e incluso la asunción de esta valoración por parte del órgano judicial, 
circunstancia ésta que excede las competencias de esta institución (queja 17/4600).

En otro caso la interesada se lamentaba por el trato recibido por parte de uno de los ETF de Sevilla. 
Nos decía que habían tenido con ella un trato descortés y amenazante, y que en su opinión se aparta 
de la práxis profesional que sería exigible a los profesionales que lo integran. 

Esta queja es fiel reflejo de la tensión emocional inherente a la intervención de profesionales de 
los servicios sociales en la vida privada de las familias. Y es que en muchas ocasiones, y a pesar 
del tacto con el que se ha de realizar dicha labor, lo cierto es que su misión consiste precisamente 
en resaltar las actuaciones erróneas de la familia con los menores que la integran y advertir de las 
consecuencias de perseverar con dicha actitud, proponiendo a la familia posibles pautas de mejora. 

Esta intervención, muy invasiva en la vida privada de las familias, no siempre es aceptada de buen 
grado, y por ello resulta muy complicado analizar las quejas que nos llegan en disconformidad 
con esta intervención, todo ello sin dejar de lado el mayor o menor acierto del concreto profesional 
al trasladar sus observaciones (queja 18/1897). 

3.1.2.6.2. Protección a menores en situación de desamparo

3.1.2.6.2. a) Declaración de desamparo. Tutela y Guarda Administrativa

…

Uno de los puntos conflictivos, motivo de frecuentes quejas ante esta Institución, es el régimen 
de visitas inherente al alejamiento del menor de sus padres biológicos mediante la constitución 
del acogimiento familiar o residencial, siendo frecuente que padres, madres, resto de familiares, o 
incluso personas allegadas a los menores, se dirijan a la Institución en disconformidad con el régimen 
de visitas que tienen asignado por considerarlo excesivamente limitado.

En todas estas quejas nos interesamos por el estado de los menores y por el cumplimiento de las 
garantías de procedimiento en cuanto a notificaciones y posibilidad de recurso u oposición a las 
decisiones que pudiera adoptar el Ente público.

De este modo, en la queja 17/6702, un padre solicita que se amplíe el tiempo de visitas a sus hijos 
y que éstas puedan efectuarse en su misma localidad; en otras quejas 18/0162, 18/2810, 18/3529, 
18/2972 y 18/5673, la reclamación viene referida al establecimiento de un régimen de visitas, el cual 
se niega por el Ente público atendiendo al supremo interés del menor por los perjuicios que dichas 
visitas pueden ocasionar a su estabilidad emocional e integración en la vida del centro o en el seno 
de la familia con la que convive. 

En ocasiones, la negativa al establecimiento del régimen de visitas se deriva de la voluntad expresa 
manifestada por el menor, tal como en la reclamación que tramitamos a instancias de la madre 
de un menor a quien se le había notificado la suspensión temporal de las visitas. Dicha resolución 



5

DEFENSOR DEL MENOR DE ANDALUCÍA 
INFORME ANUAL 2018

DESGLOSE POR MATERIAS
3. FAMILIA

se fundamentaba en los informes técnicos que señalaban los perjuicios que dichas visitas venían 
ocasionando al menor, siendo la actitud de la familia no adecuada ya que incumplía reiteradamente 
las indicaciones realizadas por el personal encargado de velar por su bienestar e interés superior. De 
igual modo, entre los motivos de dicha decisión se recalcaba la voluntad manifestada por el menor 
tanto a dichos profesionales como a la Fiscalía, en el sentido de no querer más visitas de sus padres 
y hermanos, mostrándose por el contrario favorable a ser visitado por otros familiares a los que 
señalaba expresamente (queja 18/3430).

En cuanto al derecho de visitas concedido a personas no familiares pero sí conocidos o amistades 
de los menores hemos de citar como ejemplo la reclamación que tramitamos a instancias de unas 
personas que dirigieron un escrito a la correspondiente Comisión Provincial de Medidas de Protección, 
a fin de que fuese establecido un régimen de visitas por su condición de allegados a unos menores 
tutelados por el Ente público de dicha provincia. Al entender denegada su petición presentaron un 
recurso judicial que no fue admitido a trámite por considerar que no existía resolución administrativa 
denegatoria de dicha petición. Es por ello que posteriormente reiteraron su demanda y al no recibir 
respuesta formal se dirigieron en queja al Defensor del Menor.

Tras interesarnos por el trámite dado a esta solicitud pudimos comprobar que se había incoado 
un expediente para darle respuesta, el cual se encontraba pendiente de recibir las alegaciones que 
habrían de realizar las propias menores como personas directamente afectadas por la decisión, 
recalcando el Ente Público que la decisión final se adoptaría atendiendo prioritariamente al interés 
superior de las menores (queja 18/5182).

3.1.2.6.2. b) Medidas de protección; acogimiento familiar, acogimiento residencial y 
adopciones

Constatada la situación de desamparo de un menor, la medida de protección por antonomasia 
consiste en constituir su acogimiento, bien en un centro residencial, bien en una familia sustituta, 
siendo éste provisional en tanto se solucione la situación que motivó la medida, o bien “con fines de 
adopción”, si se constata que la situación es definitiva o de tal entidad que se estime imposible una 
solución satisfactoria.

Las mayores controversias surgen cuando existe familia extensa dispuesta a acoger a los niños, 
y por contra se decide apartarlos de su entorno familiar y confiar su custodia a una familia que 
nada tiene que ver con la propia, o bien internarlos en un centro residencial.

Respecto de la figura del acogimiento familiar, hemos de recordar que la Administración, en 
ejercicio de sus atribuciones como Ente público de protección, queasume la tutela de un menor ha 
de orientar sus actuaciones a que éste sea acogido por su familia extensa. De no ser esto posible 
por una familia ajena, y en última instancia, de fallar estas opciones, se optaría por su internamiento 
en un centro residencial. A lo expuesto se une la obligatoriedad de que los menores de tres años 
sean acogidos por una familia y no internados en un centro, todo ello conforme a la modificación 
que introdujo la Ley 26/2015, también de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la 
infancia y la adolescencia.

Y no siempre resulta fácil hacer efectivos estos principios de intervención. Es frecuente la 
oposición de la familia a tales decisiones, dándose también el caso de disputas entre distintas 
ramas familiares por el acogimiento de un menor. 

En estos casos, el Ente público ha de cumplir escrupulosamente con las garantías que marca el 
procedimiento administrativo en que se sustenta la resolución administrativa por la que finalmente 
se constituye el acogimiento familiar, aportando al expediente los informes y resto de documentación 
que sustentan y motivan la decisión final, siempre orientada al interés superior del menor.
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En este contexto es frecuente recibir quejas de familia extensa, sobre todo abuelos, solicitando que 
se les confiera el acogimiento familiar de sus nietos (queja 17/4698), queja 17/4096 y queja 18/1558). 

En cuanto a qué se debe entender por familia extensa versaba la reclamación en la que una prima, 
por línea materna, se quejaba de que la Administración no la considerara familia extensa a los efectos 
de acogimiento familiar. Sobre este particular hubimos de remitirnos a lo establecido en el artículo 
3, del Decreto 282/2002, de 12 de noviembre, sobre Acogimiento Familiar y Adopción, que entiende 
por familia extensa aquella en la que existe una relación de parentesco por consanguinidad o por 
afinidad hasta de tercer grado, entre el menor y los solicitantes de acogimiento (tíos y abuelos) y 
familia ajena aquella en la que no exista la relación de parentesco referida, siendo así que con los 
primos de la madre el parentesco es por consanguinidad de quinto grado (queja 18/2175).

Fuera de los casos de familia extensa, el Decreto 282/2002, sobre Acogimiento Familiar y Adopción, 
pretende evitar los acogimientos u adopciones ad hoc, o lo que es lo mismo, los acogimientos o las 
adopciones “a la carta”, para lo cual se establece un procedimiento administrativo en el que se valora 
el ofrecimiento de las familias para un acogimiento u adopción en abstracto, sin referencias a un 
menor en concreto.

Sobre esta cuestión resulta de interés destacar la queja en la que una plataforma de asociaciones 
de familias acogedoras se lamentaba de que aún no hubiera actualizado el contenido de la Ley 
1/1998, de 20 de noviembre, de los Derechos y la Atención al Menor en Andalucía para adaptarla 
a las modificaciones operadas en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 
del Menor, como consecuencia de la aprobación de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia; y por la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, 
también de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia.

En la reunión que mantuvieron en la sede de esta Institución solicitaron mayor compromiso del 
Gobierno Andaluz con el acogimiento familiar en detrimento de medidas de acogimiento residencial, 
al ser éste un principio inspirador de la legislación en materia de protección de menores. Se 
lamentaban de que existieran criterios dispares a la hora de acometer medidas de acogimiento 
familiar entre diferentes provincias, y también denunciaban problemas de gestión presupuestaria 
de las ayudas correspondientes al acogimiento remunerado.

Nos hicieron partícipes de algunas dificultades en la relación de las asociaciones que integran la 
plataforma con los respectivos Entes Públicos provinciales y de la dificultad que encuentran para 
denunciar irregularidades ante el temor de las familias a perjudicar a los menores que tienen 
acogidos.

Por nuestra parte, indicamos que la intervención de esta Defensoría siempre va orientada a buscar 
vías de entendimiento y consenso, razonando nuestras resoluciones, y les animamos a poner en 
nuestro conocimiento las irregularidades que pudieran conocer para que en clave constructiva 
pudiéramos trasladar las mismas a la administración para su solución o mejora.

También les indicamos la posibilidad de acudir a nosotros en solicitud de mediación ante la 
Administración, mostrándonos una acogida muy favorable a esta nueva opción de intervención de la 
oficina del Defensor del Pueblo Andaluz (queja 18/2979).

En cuanto a las modalidades de acogimiento familiar, con independencia de que éste se realizara 
en familia extensa o ajena, el artículo 173 bis del Código Civil establece lo siguiente atendiendo a su 
duración y objetivos:

- Acogimiento familiar de urgencia, principalmente para menores de seis años, que tendrá una duración 
no superior a seis meses, en tanto se decide la medida de protección familiar que corresponda.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/la-administracion-informa-que-ya-se-ha-conferido-el-acogimiento-familiar-provisional-de-las-nietas
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- Acogimiento familiar temporal, con una duración máxima de dos años, salvo que el interés superior 
del menor aconseje su prórroga por la previsible e inmediata reintegración familiar, o la adopción de 
otra medida de protección definitiva.

- Acogimiento familiar permanente, que se constituirá bien al finalizar el plazo de dos años de 
acogimiento temporal por no ser posible la reintegración familiar, o bien directamente en casos 
de menores con necesidades especiales o cuando las circunstancias del menor y su familia así lo 
aconsejen.

En relación con las incidencias que acontecen con las distintas modalidades de acogimiento familiar 
destacamos nuestra intervención tras la publicación de la nueva reglamentación aprobada por 
la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales (Orden de 26 de julio de 2017), reguladora de la 
remuneración de los acogimientos familiares. A juicio de la persona que nos remitió la queja dicho 
reglamento discrimina a la familia extensa respecto del acogimiento en familia ajena, lo cual entra en 
contradicción con los principios extraídos de leyes estatales y autonómicas de preservación, siempre 
que fuera de posible, de los vínculos familiares y de primar el acogimiento en familia extensa sobre 
el acogimiento en familia ajena.

De manera especial se quejaba de la exclusión de compensación económica a la familia extensa que 
acogiese a un menor de forma temporal; también de la inexistencia de previsión de acogimientos, en 
la modalidad de especializado, en familia extensa; y por último de la carencia de ayudas económicas 
para las familias que colaboran con centros de protección, acogiendo temporalmente a menores, o 
colaborando en salidas o actividades.

Tras conocer los pormenores de la queja la entonces Dirección General de Infancia y Familias reconoció 
el error cometido en la mencionada Orden, de 26 de julio de 2017, al omitir de forma involuntaria la 
prestación económica a las familias extensas acogedoras de forma temporal de menores, y que por 
ello se estaba tramitando la correspondiente corrección de errores para su publicación en el BOJA.

Precisaba la Dirección General que el acogimiento temporal o permanente en familia extensa sería 
remunerado conforme a los criterios para la concesión de las prestaciones indicados en el artículo 
10, de la Orden de 11 de febrero de 2004, por la que se regulan las prestaciones económicas a las 
familias acogedoras de menores, una vez que la familia fuese declarada idónea y se formalizase el 
acogimiento conforme al procedimiento establecido.

En la información que nos fue remitida, la Dirección General de Infancia y Familias señala la viabilidad 
del acogimiento especializado en familia extensa, y que de hecho en la Comunidad Autónoma se han 
reconocido algunos acogimientos en familia extensa con carácter especializado.

En cuanto a asunto planteado relativo a familias colaboradoras con centros de protección, se reconoce 
que en la actualidad la Comunidad Autónoma no tiene regulada ninguna prestación económica para 
apoyar a estas familias, hecho que no se descarta conforme esta modalidad se vaya consolidando 
(queja 17/4612).

Debemos reseñar asimismo nuestras actuaciones tras la petición de una familia que desde hace 
años venía colaborando con el Ente Público en el programa de acogimiento familiar de urgencia. 
Se lamentaba de los excesivos trámites burocráticos y demora con que se tramitaba el reembolso, 
entre otros, de los gastos funerarios que asumieron tras el fallecimiento de la recién nacida, con 
necesidades especiales, a la que tuvieron acogida.

A este respecto, la Delegación Territorial trasladó sus disculpas a la familia afectada y vino a reseñar 
que las incidencias que ralentarizaron el expediente vinieron condicionadas por la documentación 
cuya aportación era necesaria para justificar, en el trámite de gestión presupuestaria, dicho reintegro 
de gastos, siendo así que la información aportada a la familia por la entidad colaboradora, y la 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/corregiran-el-error-en-la-orden-reguladora-de-las-prestaciones-economicas-para-familias-acogedoras-a
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recibida por ésta a su vez del Ente Público no respondió en su integridad a las exigencias del Servicio 
de Gestión Económica y de la Intervención Delegada, tratándose de errores que una vez subsanados 
propiciaron el abono, aunque de forma tardía, de tales compensaciones económicas (queja 18/2716).

La existencia en las unidades familiares de menores en situación de acogimiento debería tener 
su reflejo en el acceso a las pensiones no contributivas, sin embargo, la normativa reguladora de 
estas prestaciones no contempla esta realidad.

Ciertamente, dicha normativa no reconoce a los menores acogidos con carácter permanente como 
parientes de primer grado y ni tan siquiera como miembros de segundo grado, dando lugar a que los 
menores no sean contabilizados sino invisibilizados en la valoración correspondiente para acceder a 
una pensión no contributiva, como miembros de su unidad familiar. 

Tras interesarnos por este asunto ante la Secretaria General de Servicios Sociales de la Junta de 
Andalucía, se nos informa que, dado que la normativa básica que regula esta materia es de carácter 
estatal y corresponde únicamente a las Comunidades Autónomas la gestión de dichas pensiones, 
con fecha 18 de abril de 2017 la Dirección General de Infancia y Familias de la Junta de Andalucía 
remitió un informe al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, solicitando la modificación 
de la normativa reguladora al respecto. 

Fuimos informados, asimismo, de que recientemente, en una reunión de coordinación entre 
el IMSERSO y las comunidades autónomas, se ha debatido sobre una reforma de la normativa 
reguladora de las señaladas pensiones, y por todas las administraciones, incluida la andaluza, se ha 
valorado la oportunidad de una modificación de la norma en el sentido de no computar los ingresos 
provenientes de la remuneración del acogimiento familiar. 

Por otra parte, se ha instado desde la Junta de Andalucía a la Administración estatal a equiparar el 
cómputo de menores en régimen de acogida al de familiares con parentesco de primer grado por 
consanguinidad y, por lo tanto, a que no se computen los recursos provenientes de acogimiento 
familiar como recursos personales, o en todo caso, que mientras se materializa la modificación 
normativa se computen como recursos de la unidad familiar (queja 18/0099). 

…

Cuestión de contenido diferente es la que se aborda en la queja en la que una familia se lamentaba 
de que no se hubiera dado respuesta a la solicitud que hace meses presentaron para participar en 
el programa de familias colaboradoras con centros de protección de menores, siendo así que ello 
les impedía ejercer la labor para la que se ofrecieron de modo altruista y que beneficiaría de modo 
especial a un menor con el que ya habían tenido alguna relación, el cual residía, bajo tutela de la 
Junta de Andalucía, en un centro de protección de menores.

Esta colaboración con centros de protección está normativamente prevista en el artículo 172.ter.3 
del Código Civil, que prevé que cuando fuese conveniente para algún menor en acogimiento familiar 
residencial, el Ente público podrá acordar estancias, salidas de fines de semana o de vacaciones con 
familias o con instituciones dedicadas a estas funciones, previamente valoradas y seleccionadas para 
dicha finalidad. 

Es por ello que al dar trámite a la queja nos interesamos por los motivos de la demora en responder 
a la solicitud formulada por esta familia, respondiéndonos que la valoración efectuada era favorable 
y que se encontraba en trámite la redacción y aprobación del documento regulador de relaciones 
personales con el menor. Así pues, apremiamos a la Delegación Territorial para que, dada la demora 
acumulada, se resolviera sin mayor demora la solicitud formulada por los interesados (queja 18/2390).

...

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/llevan-6-meses-esperando-respuesta-a-su-ofrecimiento-como-familia-colaboradora-con-centros-de
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